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ciones deportivas españolas procederán, en el plazo 
máximo de seis meses, a contar desde la fecha de entrada 
en vigor de la presente Ley, a la adaptación y modificación 
de sus estatutos y reglamentos.

Disposición final octava. Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor a los tres meses desde 
su íntegra publicación en el Boletín Oficial del Estado.

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y autorida-

des, que guarden y hagan guardar esta Ley Orgánica.
Madrid, 21 de noviembre de 2006.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,
JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO 

MINISTERIO 
DE ASUNTOS EXTERIORES 

Y DE COOPERACIÓN
 20264 ENTRADA en vigor del Convenio de asistencia 

judicial en materia civil y mercantil entre el 
Reino de España y la República Dominicana, 
hecho en Madrid el 15 de septiembre de 2003.

El Convenio de asistencia judicial en materia civil y 
mercantil entre el Reino de España y la República Domini-
cana, hecho en Madrid el 15 de septiembre de 2003, entra 
en vigor el 1 de diciembre de 2006, primer día del segundo 
mes siguiente a aquel en el que ambas Partes se comuni-
caron el cumplimiento de los trámites internos previstos 
en sus respectivas legislaciones, según se establece en su 
artículo 20.

Lo que se hace público para conocimiento general, 
completando así la inserción efectuada en el Boletín 
Oficial del Estado número 254, de 23 de octubre de 
2003.

Madrid, 14 de noviembre de 2006.–El Secretario Gene-
ral Técnico del Ministerio de Asuntos Exteriores y de 
Cooperación, Francisco Fernández Fábregas. 

 20265 ENTRADA en vigor del Convenio entre el Reino 
de España y la República Dominicana sobre 
ejecución de sentencias penales, hecho en 
Madrid el 15 de septiembre de 2003.

El Convenio entre el Reino de España y la República 
Dominicana sobre ejecución de sentencias penales, hecho 
en Madrid el 15 de septiembre de 2003, entra en vigor el 1 
de diciembre de 2006, primer día del segundo mes siguiente 
a aquel en el que ambas Partes se comunicaron el cumpli-
miento de los trámites internos previstos en sus respectivas 
legislaciones, según se establece en su artículo 12.1.

Lo que se hace público para conocimiento general, 
completando así la inserción efectuada en el Boletín Ofi-
cial del Estado número 254, de 23 de octubre de 2003.

Madrid, 14 de noviembre de 2006.–El Secretario Gene-
ral Técnico del Ministerio de Asuntos Exteriores y de 
Cooperación, Francisco Fernández Fábregas. 

MINISTERIO 
DE ECONOMÍA Y HACIENDA

 20266 REAL DECRETO 1265/2006, de 8 de noviembre, 
por el que se modifica el Reglamento del 
seguro de riesgos extraordinarios, aprobado 
por el Real Decreto 300/2004, de 20 de 
febrero.

La cobertura de los riesgos extraordinarios sobre las 
personas y los bienes, inicialmente regulada y encomen-
dada al Consorcio de Compensación de Seguros (en ade-
lante, el Consorcio) por la Ley de 16 de diciembre de 1954, 
tiene su regulación legal actual en el texto refundido del 
Estatuto legal de la citada entidad pública empresarial, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 7/2004, de 29 de 
octubre. El texto original de este estatuto legal fue el reco-
gido en el artículo cuarto de la Ley 21/1990, de 19 de 
diciembre, para adaptar el Derecho Español a la Directi-
va 88/357/CEE, sobre Libertad de servicios en Seguros 
distintos al de Vida, y de actualización de la legislación de 
seguros privados, que fue posteriormente modificado por 
la Ley 30/1995, de 8 de noviembre, de ordenación y super-
visión de los seguros privados, por la Ley 44/2002, de 22 
de noviembre, de medidas de reforma del sistema finan-
ciero, por la Ley 34/2003, de 4 de noviembre, de modifica-
ción y adaptación a la normativa comunitaria de la le-
gislación de seguros privados y, recientemente, por la
Ley 12/2006, de 16 de mayo, por la que se modifica el 
texto refundido del Estatuto Legal del Consorcio de Com-
pensación de Seguros, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 7/2004, de 29 de octubre, y la Ley 24/1988,
de 28 de julio, del Mercado de Valores.

Especialmente, la Ley 44/2002, de 22 de noviembre, 
incorporaba importantes cambios en el régimen jurídico 
del Consorcio, muy en particular en lo relativo al sistema 
de cobertura de los riesgos extraordinarios, en el que por 
primera vez quedaban incluidos entre los daños cubiertos 
los debidos a pérdidas de beneficios como consecuencia 
de acontecimientos extraordinarios. La ley encomendaba 
su desarrollo a la oportuna disposición reglamentaria, 
que se aprobó por el Real Decreto 300/2004, de 20 de 
febrero, que aprueba el Reglamento del Seguro de Ries-
gos Extraordinarios, norma que desarrolló un reglamento 
íntegramente nuevo.

La reciente Ley 12/2006, de 16 de mayo, fruto de la 
extensión al ramo de vida, menos sensible éste en un pri-
mer momento, de las consecuencias generalizadas que 
para el mercado mundial de seguros y reaseguros tuvie-
ron los acontecimientos extraordinarios acaecidos en los 
ejercicios precedentes –muy en particular los vinculados 
al terrorismo–, ha venido a ampliar el régimen de cober-
tura de los riesgos extraordinarios por el Consorcio a las 
contingencias de riesgo, es decir, no puramente de aho-
rro, de los seguros del citado ramo, previendo además un 
tratamiento diferenciado para los seguros de vida colecti-
vos que instrumenten compromisos por pensiones, por 
sus muy específicas circunstancias. Igualmente, esta Ley 
prevé su necesario desarrollo reglamentario, al que enco-
mienda, incluso, la determinación de la fecha de entrada 
en vigor y los plazos de adaptación en lo que se refiere a 
la nueva cobertura del ramo de vida.

Además de lo previsto en la Ley 12/2006, de 16 de 
mayo, el año transcurrido en la aplicación de la novedosa 
cobertura de pérdida de beneficios consecuencia de acon-
tecimientos extraordinarios ha puesto de manifiesto la 
conveniencia de introducir determinadas mejoras en el 
texto reglamentario que clarificarán aspectos del mismo 
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cuya aplicación ha debido ser objeto de interpretación a 
lo largo de ese período.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Economía y 
Hacienda, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa 
deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del 
día 3 de noviembre de 2006,

D I S P O N G O :

Artículo único. Modificación del Reglamento del seguro 
de riesgos extraordinarios, aprobado por el Real 
Decreto 300/2004, de 20 de febrero.

El Reglamento del seguro de riesgos extraordinarios, 
aprobado por el Real Decreto 300/2004, de 20 de febrero, 
queda modificado como sigue:

Uno. Los apartados 2 y 3 del artículo 1 pasan a tener 
la siguiente redacción:

«2. A efectos exclusivamente de la cobertura del 
Consorcio, se entenderá por riesgos situados en España 
los que afecten a:

a) Los vehículos con matrícula española.
b) Los bienes inmuebles situados en el territorio 

nacional.
c) Los bienes muebles que se encuentren en un 

inmueble situado en España, estén o no cubiertos por la 
misma póliza de seguro, con excepción de aquellos que 
se encuentren en tránsito comercial.

d) En el caso de seguros de personas, cuando el ase-
gurado tenga su residencia habitual en España.

e) En los demás casos, cuando el tomador del seguro 
tenga su residencia habitual en España o, si fuera una 
persona jurídica, tenga en España su domicilio social o la 
sucursal a que se refiere el contrato.

3. No obstante lo dispuesto en los apartados anterio-
res, serán también indemnizables por el Consorcio los 
daños personales derivados de acontecimientos extraor-
dinarios acaecidos en el extranjero cuando el asegurado 
de la póliza tenga su residencia habitual en España.»

Dos. En el apartado 1 del artículo 2 se añade un 
nuevo párrafo l) con el siguiente texto:

«l. Hechos o actuaciones de las Fuerzas Armadas o de 
las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en tiempo de paz: los 
que tengan su origen en actuaciones de las Fuerzas Arma-
das y Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y de los 
Cuerpos de policía de las Comunidades Autónomas y Cor-
poraciones Locales, que causen daños en los bienes de 
terceros o en personas no integradas en las unidades 
actuantes de las citadas Fuerzas o Cuerpos de Seguridad.»

Tres. El artículo 3 pasa a tener la siguiente redac-
ción:

«Artículo 3. Pérdida de beneficios.
1. A los efectos de la cobertura de los riesgos extraor-

dinarios por el Consorcio de Compensación de Seguros, 
se entiende que se produce una pérdida de beneficios 
cuando, a consecuencia de alguno de los acontecimientos 
extraordinarios previstos en este reglamento, tiene lugar 
una alteración de los resultados normales de la actividad 
económica del sujeto asegurado, derivada de la paraliza-
ción, suspensión o reducción de los procesos productivos 
o de negocio de dicha actividad. Los términos de la cober-
tura en relación con la cuantificación de la citada altera-
ción y de la parte indemnizable de ésta, así como con los 
períodos de cobertura y de indemnización, serán los pre-
vistos en la póliza ordinaria, sin perjuicio de las especiali-
dades establecidas en este reglamento, y en particular de 
lo establecido en su artículo 10.

2. Para que la pérdida de beneficios como conse-
cuencia de un acontecimiento de los previstos en este 
reglamento resulte indemnizable por el Consorcio de 
Compensación de Seguros, será necesario que una póliza 
ordinaria de las previstas en el artículo siguiente contem-
ple su cobertura como consecuencia de alguno de los 
riesgos ordinarios de incendio, explosión, robo, fenóme-
nos atmosféricos o avería o rotura de maquinaria, y que 
se haya producido un daño directo en los bienes asegura-
dos en la propia póliza u otra distinta, y que sean propie-
dad o estén a disposición del propio asegurado, no que-
dando cubiertas, por lo tanto, las pérdidas de beneficios 
consecuencia de daños sufridos por otros bienes o por los 
de otras personas físicas o jurídicas distintas del asegu-
rado, por razón, entre otros, de los bienes o servicios que 
aquéllas deban y no puedan suministrar a éste a conse-
cuencia del evento extraordinario. A los anteriores efec-
tos, se considerará que el anegamiento, destrucción o 
deterioro, a consecuencia de un acontecimiento extraor-
dinario, de las vías inmediatas de acceso a un bien propie-
dad del asegurado, que impidan acceder a éste, constitu-
yen un daño directo a dicho bien, aún cuando las vías de 
acceso no estuvieran aseguradas.

3. Sin perjuicio de lo indicado en el apartado ante-
rior, la cobertura alcanzará las pérdidas de margen bruto 
consolidado para grupos de empresas formados por 
sociedades distintas, y de las que el asegurado forme 
parte, como consecuencia de la ocurrencia de un siniestro 
de daños materiales sobrevenido en cualquiera de ellas y 
cuya causa esté asimismo cubierta por el Consorcio de 
Compensación de Seguros, siempre que:

a) Todas las sociedades que componen el grupo de 
empresas incluidas en esta cobertura tengan garantizada 
la pérdida de beneficios en sus respectivas coberturas 
para los riesgos ordinarios, aunque lo fuera por diferentes 
aseguradores.

b) En las pólizas de cada una de las citadas socieda-
des se incluya la relación de todas las que constituyen el 
grupo a efectos de esta garantía de interdependencia.

Fuera del supuesto contemplado en el párrafo ante-
rior, esta cobertura excluye las consecuencias de sinies-
tros acaecidos a terceros, clientes o proveedores del ase-
gurado, incluso aunque la póliza de riesgos ordinarios 
contemple la cobertura bajo la denominación de interde-
pendencia u otra similar.»

Cuatro. El artículo 4 pasa a tener la siguiente redac-
ción:

«Artículo 4  Pólizas con recargo obligatorio a favor 
del Consorcio de Compensación de Seguros.

1. El seguro de riesgos extraordinarios amparará, 
conforme legalmente se determina, a los asegurados de 
las pólizas que se indican a continuación, en las cuales es 
obligatorio el recargo a favor del Consorcio de Compen-
sación de Seguros:

a) En los seguros contra daños: pólizas de vehícu-
los terrestres, vehículos ferroviarios, incendios y even-
tos de la naturaleza, otros daños en los bienes (robo, 
rotura de cristales, daños a maquinaria, equipos elec-
trónicos y ordenadores) y pérdidas pecuniarias diver-
sas, siempre que, en este último caso, contemplen 
coberturas de las citadas en el artículo 3.2, así como 
modalidades combinadas de ellos o cuando se contra-
ten de forma complementaria. No obstante, quedan 
excluidas, en todo caso, las pólizas que cubran produc-
ciones agropecuarias susceptibles de aseguramiento a 
través del sistema de los seguros agrarios combinados 
por encontrarse contempladas en los planes que anual-
mente aprueba el Gobierno, cualquiera que sea la deli-
mitación de las coberturas que prevea dicho sistema, 
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así como las pólizas que cubran los riesgos derivados 
del transporte de mercancías, y de la construcción y 
montaje, incluidas la pólizas suscritas en cumplimiento 
de la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de 
la Edificación.

Las pólizas que, cubriendo producciones agropecua-
rias no incluidas en un plan anual de seguros agrarios 
combinados, se encuentren en vigor en el momento de la 
inclusión de aquéllas en un nuevo plan, se entenderán 
excluidas de la obligación de pagar el recargo a favor del 
Consorcio de Compensación de Seguros y, en consecuen-
cia, de la cobertura otorgada por éste, por aplicación del 
párrafo anterior, a partir de su vencimiento o renovación, 
y a más tardar en el plazo de un año desde la aprobación 
por el Gobierno del plan anual en el que pasen a estar 
incluidas las producciones afectadas.

b) En los seguros de personas: las pólizas del 
ramo de vida que garanticen exclusiva o principalmente 
el riesgo de fallecimiento, incluidas las que contemplen 
además garantías complementarias de indemnizacio-
nes pecuniarias por invalidez permanente parcial, total 
o absoluta o incapacidad temporal, en los términos que 
se determinan en este reglamento; y las del ramo de 
accidentes que garanticen el riesgo de fallecimiento o 
contemplen indemnizaciones pecuniarias por invalidez 
permanente parcial, total o absoluta o incapacidad tem-
poral, en ambos casos incluso si se hubiera contratado 
de forma combinada o como complemento de otro 
seguro. Asimismo, se entienden incluidas las pólizas de 
vida o accidentes que cubran los riesgos antes citados 
amparados en un plan de pensiones formulado con-
forme al texto refundido de la Ley de regulación de los 
planes y fondos de pensiones, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre. Las 
pólizas colectivas que instrumenten compromisos por 
pensiones estarán incluidas en todo caso, aún cuando 
el riesgo garantizado principalmente no sea el de falle-
cimiento.

2. A los efectos de lo previsto en este reglamento, se 
entenderá que una póliza de seguro de vida garantiza 
principalmente el riesgo de fallecimiento si el capital en 
riesgo sobrepasa en algún momento el 25 por ciento de la 
provisión matemática que la entidad aseguradora que 
hubiera emitido la póliza deba tener constituida de con-
formidad con la normativa reguladora de los seguros 
privados. El capital en riesgo se determina por la diferen-
cia entre la mayor de las sumas aseguradas y la provisión 
matemática. En el caso de que las sumas aseguradas 
adoptasen la forma de renta, temporal o vitalicia, se tomará 
a estos efectos, así como a los de la aplicación del recargo 
a favor del Consorcio de Compensación de Seguros, su 
valor actual actuarial calculado conforme a las bases técni-
cas que resulten de aplicación para la determinación de las 
provisiones matemáticas correspondientes.»

Cinco. Se añade un apartado 5 al artículo 5, con la 
siguiente redacción:

«5. Asimismo, en los seguros de vida que, de 
acuerdo con lo previsto en el contrato, y de conformidad 
con la normativa reguladora de los seguros privados, 
generen provisión matemática, la cobertura de riesgos 
extraordinarios por el Consorcio de Compensación de 
Seguros se referirá a los capitales en riesgo para cada 
asegurado, es decir, a la diferencia entre las sumas asegu-
radas y las provisiones matemáticas que, de conformidad 
con la normativa citada, la entidad aseguradora que 
hubiera emitido la póliza deba tener constituidas. En 
estos contratos, el importe correspondiente a dichas pro-
visiones matemáticas deberá ser satisfecho, en caso de 
siniestro de carácter extraordinario, por la mencionada 
entidad aseguradora.»

Seis. El artículo 7 pasa a tener la siguiente redacción: 
«Artículo 7. Gastos complementarios.

Los gastos de desembarre y extracción de lodos, 
demolición, desescombro, extracción de lixiviados y trans-
porte a vertedero o planta de residuos autorizados serán 
considerados como daños al continente asegurado.

Los gastos necesarios para depositar en vertedero los 
bienes de contenido dañados, incluidos los que pudieran 
considerarse como tóxicos o peligrosos, serán considera-
dos como daños al contenido asegurado.

La indemnización conjunta por gastos complemen-
tarios quedará limitada al 4 por ciento de la suma ase-
gurada, y a la así calculada le será de aplicación lo 
establecido en el artículo 5 para los supuestos de infra-
seguro.

No serán objeto de cobertura los gastos de limpieza y 
desembarre de cauces públicos, canales, vasos de embal-
ses o cunetas, dragados de fondos marinos, y los de 
obras de drenaje de infraestructuras.

Asimismo, tampoco serán objeto de cobertura los 
gastos derivados de los honorarios de los profesionales 
designados por el asegurado para efectuar la peritación 
de los daños.»

Siete. En el artículo 9, se da nueva redacción al apar-
tado 3, pasando su texto actual a ser el apartado 4:

«3. Cuando en una póliza se establezca una fran-
quicia combinada para daños y pérdida de beneficios, 
por el Consorcio de Compensación de Seguros se liqui-
darán los daños materiales con deducción de la fran-
quicia que corresponda por aplicación de lo previsto en 
el apartado 1, y la pérdida de beneficios producida con 
deducción de la franquicia establecida en la póliza para la 
cobertura principal, minorada en la franquicia aplicada en 
la liquidación de los daños materiales.

4. Se faculta al Ministerio de Economía y Hacienda 
para que, cuando las circunstancias lo aconsejen, y previo 
informe del Consorcio de Compensación de Seguros, 
pueda modificar el importe de la franquicia establecido en 
este artículo.»

Disposición transitoria única. Régimen transitorio de 
adaptación a las modificaciones del Reglamento del 
seguro de riesgos extraordinarios.

1. Los contratos de seguro de vida de nueva emisión 
que se celebren a partir de los seis meses siguientes a la 
fecha de publicación en el «Boletín Oficial del Estado» de 
la resolución que adapte la Resolución de 28 de mayo
de 2004, de la Dirección General de Seguros y Fondos de 
Pensiones, por la que se aprueban los recargos a favor del 
Consorcio de Compensación de Seguros para el ejercicio 
de sus funciones en materia de seguro de riesgos extraor-
dinarios, a las modificaciones introducidas en el Regla-
mento del seguro de riesgos extraordinarios por este real 
decreto, de conformidad con los artículos 12 y 13 del 
mismo, habrán de estar adaptados al citado Reglamento; 
igualmente, transcurrido dicho plazo, habrá de realizarse 
preceptivamente la adaptación a éste de los contratos de 
seguro de cartera a su renovación, a más tardar en el 
plazo de un año desde el transcurso de los seis meses.

2. Durante el plazo a que se refiere el apartado 1, y 
mientras no se haya efectuado la adaptación de los con-
tratos de seguro, los siniestros que se produzcan serán 
indemnizados por el Consorcio de Compensación de 
Seguros de acuerdo con la redacción original del Regla-
mento del seguro de riesgos extraordinarios, aprobado 
por el Real Decreto 300/2004, de 20 de febrero.
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Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o 
inferior rango se opongan a lo dispuesto en este real 
decreto.

Disposición final única. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el día 
siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dado en Madrid, el 8 de noviembre de 2006.

JUAN CARLOS R.

El Vicepresidente Segundo del Gobierno
y Ministro de Economía y Hacienda,

PEDRO SOLBES MIRA 

MINISTERIO 
DE ADMINISTRACIONES PÚBLICAS
 20267 REAL DECRETO 1334/2006, de 21 de noviem-

bre, por el que se modifica el Real Decreto 
1477/2004, de 18 de junio, por el que se desa-
rrolla la estructura orgánica básica del Ministe-
rio de Medio Ambiente.

La evolución de la Oficina Española de Cambio Climá-
tico ha venido determinada por el rápido desarrollo y 
creciente importancia de las políticas contra el cambio 
climático desde su creación, que se han traducido en un 
aumento muy significativo del volumen de trabajo, los 
requerimientos de personal y la trascendencia a nivel 
internacional, comunitario y nacional de la actividad 
desarrollada por este órgano directivo.

La Oficina Española de Cambio Climático se creó 
mediante el Real Decreto 376/2001, de 6 de abril, como un 
órgano colegiado dependiente de la Dirección General de 
Calidad y Evaluación Ambiental, con el fin de potenciar y 
realizar de manera más eficaz las distintas funciones rela-
tivas al cambio climático, que hasta entonces venían 
siendo desarrolladas por distintas Direcciones Generales 
del Departamento.

El Real Decreto 1000/2003, de 25 de julio, consolidó su 
estructura y la integró en la organización departamental 
como órgano directivo directamente dependiente de la 
Secretaría General de Medio Ambiente, con nivel orgá-
nico de subdirección general y poniendo al frente de ella 
un Director. Tal situación fue mantenida en lo esencial por 
el Real Decreto 1477/2004, de 18 de junio, por el que se 
desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de 
Medio Ambiente, aunque la Oficina pasó a depender 
directamente de la nueva Secretaría General para la Pre-
vención de la Contaminación y el Cambio Climático.

Durante el último año se han producido dos aconteci-
mientos sumamente relevantes en la lucha contra el cam-
bio climático, que a su vez han conllevado una alteración 
radical en cuanto al volumen y naturaleza de las activida-
des desarrolladas en el marco de la Oficina Española de 
Cambio Climático. Estos dos acontecimientos son la 
entrada en vigor del Protocolo de Kioto el 16 de febrero 
de 2005, por un lado, y la puesta en marcha el 1 de enero 
de 2005 del sistema europeo de comercio de derechos de 
emisión con la entrada en vigor de la Directiva 2003/87/CE 

del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de octubre 
de 2003, por la que se establece un régimen para el 
comercio de derechos de emisión de gases de efecto 
invernadero en la Comunidad y por la que se modifica la 
Directiva 96/61/CE del Consejo, por otro lado.

Así, la entrada en vigor del Protocolo de Kioto ha 
supuesto la efectiva puesta en marcha de un régimen jurí-
dicamente vinculante a nivel internacional en relación 
con el cambio climático. La adopción de los acuerdos de 
Marrakech por la conferencia de las partes actuando 
como reunión de las partes del Protocolo de Kioto durante 
la cumbre de Montreal, en diciembre de 2005, implica, 
además de un paso adelante en la lucha contra el cambio 
climático, la obligación de cumplir con una serie de obli-
gaciones administrativas y de información mucho más 
exigentes que hasta el momento.

Por su parte, la entrada en vigor de la Directiva 
2003/87/CE y su transposición al ordenamiento jurídico 
interno a través de la Ley 1/2005, de 9 de marzo, por la 
que se regula el régimen de comercio de derechos de 
emisión de gases de efecto invernadero, han dado lugar a 
una serie de obligaciones tales como la elaboración y 
aplicación del Plan nacional de asignación de derechos de 
emisión 2005-2007 y sus sucesivas modificaciones o la 
creación y gestión del Registro Nacional de Derechos de 
Emisión.

Teniendo en cuenta todo lo anterior y el hecho de que 
es previsible que la relevancia y volumen de las tareas a 
desempeñar continúen incrementándose a buen ritmo 
durante los próximos años, es necesario que la Oficina 
Española de Cambio Climático, que actualmente tiene 
rango de subdirección general, se consolide como Direc-
ción General en la organización departamental y asuma 
una mayor capacidad operativa que le permita afrontar 
con más eficacia los nuevos compromisos.

Mediante este real decreto, y conforme a lo estable-
cido en los artículos 10 y 67.1.a) de la Ley 6/1997, de 14 de 
abril, de Organización y Funcionamiento de la Administra-
ción General del Estado, se pretende dar una respuesta a 
esta necesidad, otorgando a la Oficina Española de Cam-
bio CIimático nivel orgánico de Dirección General.

En su virtud, a iniciativa de la Ministra de Medio 
Ambiente, a propuesta del Ministro de Administraciones 
Públicas y previa deliberación del Consejo de Ministros 
en su reunión del día 17 de noviembre de 2006.

D I S P O N G O :

Artículo único. Modificación del Real Decreto 1477/2004, 
de 18 de junio, por el que se desarrolla la estructura 
orgánica básica del Ministerio de Medio Ambiente.

El Real Decreto 1477/2004, de 18 de junio, por el que 
se desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio 
de Medio Ambiente, queda modificado en los siguientes 
términos:

Uno. El párrafo c) del apartado 2 del artículo 8 queda 
redactado en los siguientes términos:

«La Dirección General de la Oficina Española de 
Cambio Climático»

Dos. El artículo 11 queda redactado como sigue:
«Artículo 11. Dirección General de la Oficina Espa-

ñola de Cambio Climático.
1. Bajo la supervisión del Secretario General 

para la Prevención de la Contaminación y el Cambio 
Climático, la Dirección General de la Oficina Espa-
ñola del Cambio Climático ejerce las siguientes fun-
ciones:

a) La formulación de la política nacional de 
cambio climático, de conformidad con la normativa 


